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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO

Medellín, Seis (06) de Mayo de dos mil veinte (2020)
Tipo de Proceso:
NULIDAD 
Demandante:
     
ASOBANCARIA
Demandada:
MUNICIPIO DE ALEJANDRIA
Radicado:
     
05001 33 33 001 2019 094 00
Sentencia N°          

	TEMA: ACTOS ADMINISTRATIVOS DE CARÁCTER GENERAL/ IMPUESTO DE INDUSTRIA Y COMERCIO AL SECTOR FINANCIERO. / ARTÍCULO 208 DEL DECRETO LEY 1333 DE 1986.


La ASOCIACIÓN BANCARIA Y DE ENTIDADES FINANCIERAS DE COLOMBIAA SOBANCARIA, en ejercicio del medio de control de NULDAD, consagrada en el artículo 137 del C.P.A.C.A instaura demanda en contra del MUNICIPIO ALEJANDRIA para que previos los trámites de rigor, en sentencia se hagan las siguientes o similares:
I.ANTECEDENTES

1. DECLARACIONES  

PRIMERO: Se declare la nulidad parcial del Articulo 76 Acuerdo 12 del 4 de noviembre de 2017, expedido por el Concejo Municipal de Alejandría.
2. HECHOS QUE SIRVEN DE FUNDAMENTO A LA DEMANDA
Manifiesta la actora que el Concejo Municipal de Alejandría, por medio del Acuerdo 12 del 4 de noviembre de 2017 expidió el Estatuto Tributario del mencionado municipio. En el artículo 76 del mencionado Acuerdo se establecieron, con el código 402, en un seis por mil (6X1000) la tarifa para las "demás actividades financieras". El Acuerdo mencionado fue sancionado por el señor alcalde municipal. El Acuerdo 12 del 4 de noviembre de 2017, fue igualmente promulgado por el Municipio de Alejandría.
3. NORMAS DEMANDADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN

- Constitución Política de Colombia, artículo 287, 313. 

-Código de Régimen Municipal (Decreto-Ley 1333 de 1986), el artículo 208.
CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN

Advierte el apoderado de la parte actora que, como un desarrollo del principio de que Colombia es una República unitaria, con autonomía de sus entidades territoriales, según lo dice el artículo 1o de la Constitución, los departamentos, distritos y municipios tienen una relativa autonomía para el establecimiento de sus tributos, pero dentro de los márgenes establecidos en la Constitución y la ley.
Y en ese orden de ideas, la Corte Constitucional, a través de múltiples sentencias ha establecido la línea jurisprudencial conforme a la cual la autonomía tributaria de las entidades territoriales está siempre supeditada a la Constitución y la ley, sentencia C-004 del 14 de enero de 1993, sentencia C-070 del 23 de febrero de 1994, sentencia C-084 del 1o de marzo de 1995, sentencia C-335 de 1996, igualmente la jurisprudencia del Consejo de Estado.
Por lo que firma que conforme a lo expuesto se concluye lo siguiente: conforme a la Constitución el poder tributario de las entidades territoriales está supeditado a lo dispuesto por las leyes. Así mismo según lo dicho por la Corte Constitucional y el Consejo de Estado en las jurisprudencias transcritas, cuando la ley ha señalado un determinado límite a la tarifa de los impuestos territoriales, las normas departamentales, distritales o municipales que desarrollan el correspondiente tributo no pueden exceder el límite señalado por la ley. En el caso del impuesto de industria y comercio a cargo de las entidades financieras, el artículo 208 del Código de Régimen Municipal (Decreto-Ley 1333/86), ha señalado una tarifa máxima del 5 X 1.000. Por consiguiente, como la norma acusada señaló una tarifa del seis por mil (6X1000) para las "demás actividades financieras" (código 402), que comprende las actividades de las entidades financieras, es evidente que se ha configurado una violación directa del artículo 208 del C. de R.M., al igual que de los artículos 287 y 313, numeral 4o de la Constitución.
4. TRÁMITE.

La demanda se presentó el pasado 07 de septiembre de 2019, y fue admitida la demanda y se dispuso su notificación personal a la entidad demanda, así como al Agente del Ministerio Público, y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. (Fls 25 y ss.). 
Continuando con el trámite mediante auto de fecha 29 de noviembre de 2019, se fijó fecha de audiencia inicial para el día 03 de marzo de 2019 a las 10:00 a.m., conforme a la constancia secretarial visible a folios 43 del cuaderno No 1, fecha en la cual se llevó a cabo dicha diligencia y se dio traslado para alegar a las partes por el término común de diez (10) días a las partes, cumplido todo el trámite procesal, se procede a proferir decisión de fondo.
5. RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA

La Entidad demandada no contesto la demanda, pese a que fue notificada en debida forma (fls 25-27 del cuaderno principal).
6. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

PARTE DEMANDANTE: No presentaron alegatos de conclusión.
PARTE DEMANDADA: No presentaron alegatos de conclusión.
MINISTERIO PÚBLICO: en concepto allegado por el Procurador delegado ante este despacho, y una vez se realiza un resumen de la situación fáctica y normativa en el presente litigio, el ministerio indica que si bien los concejos municipales gozan de potestad reglamentaria para establecer beneficios a los tributos de propiedad del municipio, entre ellos el impuesto de industria y comercio, dichas atribuciones deben ejercerse dentro de los límites fijados por la Constitución y la ley, y conforme a lo expuesto, la norma demandada está viciada de nulidad por exceder el límite fijado por el artículo 208 del decreto 1333 de 1986, por lo que respetuosamente, el Agente del Ministerio Público, le solicita a la señora Juez, acceder a la pretensión de nulidad formulada.
II. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO

1. EL PROBLEMA JURÍDICO:
El análisis jurídico y probatorio que debe realizar el Despacho, se centra en determinar si, por incurrir en la violación de las normas citadas, o configurar las causales de nulidad invocadas en la demanda, hay lugar a declarar la nulidad del artículo 76 del Acuerdo No 12 del 04 noviembre de 2017, expedido por el Concejo Municipal de Alejandría, por medio del cual se expidió el “Estatuto Tributario, el procedimiento, el régimen sancionatorio, de fiscalización y cobro para el Municipio de Alejandría”; o si a contrario sensu, la actuación se encuentra conforme al ordenamiento jurídico, debiendo a su juicio denegarse las pretensiones de la demanda.

2. PRESUPUESTOS PROCESALES:

Revisando los presupuestos procesales, para el caso concreto, se cumplen cada uno de ellos:

-  Competencia: El Despacho es competente para conocer del medio de control, en virtud de lo establecido en el artículo 137, 155 numeral 1, 156 numeral 1, 161 y 162 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.
- Legitimación: No existe duda pues ambas partes acuden en ejercicio del derecho de postulación; encontrándose legitimado por ACTIVA el demandante al considerar que existe afectación al ordenamiento jurídico con la expedición del acto atacado y por PASIVA, la entidad accionada pues es quien expidió el acto administrativo del cual se predica su ilegalidad afectando los intereses de la comunidad.
-  Requisitos y Trámite: La demanda reúne los requisitos de los artículos 161 y S.s. del CPACA. Y se impartió el trámite regulado en el Título IV, artículos 168 y siguientes del CPACA.

- Nulidades: No avizora el Despacho nulidad alguna que deba declarase en este momento procesal.

-  Caducidad: La figura no opera para el caso concreto, de conformidad a lo establecido en artículo 164 del CPACA, literal a, ya que se pueden pedir en cualquier tiempo. 

3. MARCO JURÍDICO. 
1.1. MARCO JURÍDICO Y JURISPRUDENCIAL

1.1.1. Del Medio de Control de Nulidad 

La Acción de nulidad o nulidad simple establecida en el Artículo 137 de la Ley 1437 de 2011, busca dejar sin efecto los actos administrativos de carácter general, y excepcionalmente puede ser dirigida contra actos administrativos de carácter particular cuando no se tiene como finalidad el restablecimiento del derecho subjetivo. La referida norma del CPACA establece: 

“Artículo 137. Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de representante, que se declare la nulidad de los actos administrativos de carácter general.

Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas en que deberían fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación de las atribuciones propias de quien los profirió.

También puede pedirse que se declare la nulidad de las circulares de servicio y de los actos de certificación y registro.

(…)”

La finalidad entonces de la Acción de Nulidad es garantizar que se cumpla con el Principio de Legalidad en los actos administrativos, que no es otra cosa que su concordancia y conformidad con la Constitución Política y la Ley, de tal forma que el Acto que esté en contravía del ordenamiento jurídico, sea declarado nulo y se deje sin efectos. 

1.1.2 Decreto - Ley N° 1333 de 1986- Sobre el impuesto de industria y comercio

En relación a dicho tema, se hace necesario precisar que de acuerdo al artículo 195 del Decreto - Ley N° 1333 de 1986, el impuesto de industria y comercio, recae sobre las actividades comerciales, industriales y de servicio que se realicen en las respectivas jurisdicciones municipales, directa o indirectamente, por personas naturales, jurídicas o por sociedades de hecho, ya sea que se cumplan en forma permanente u ocasional, en inmuebles determinados, con establecimientos de comercio o sin ellos.
En sentencia del Consejo de Estado, Sección Cuarta, del 25 de julio de 2016, Exp. 21276, C.P. Marina Teresa Briceño de Valencia, se hizo referencia sobre los presupuestos para el nacimiento del Impuesto de Industria y Comercio, y se advirtió o siguiente: 

i) El hecho generador que consiste en la realización de actividades industriales,

comerciales y de servicios en las jurisdicciones municipales;

ii) El sujeto pasivo que son las personas naturales, jurídicas y sociedades de hecho,

que realizan el hecho gravado y detentan la capacidad contributiva que la ley

pretende gravar;

¡ii) El sujeto activo que corresponde al municipio donde se realiza el hecho

generador, que además de ser el titular del crédito tributario, tiene la potestad

para establecer el impuesto en su jurisdicción;

iv) la base gravable constituida por el promedio mensual de ingresos brutos del

año inmediatamente anterior y,

v) La tarifa determinada, dentro del margen prescrito por la ley, por los concejos

municipales.

Por su parte, el artículo 206 del citado Decreto, señaló las entidades del sector financiero que son sujetos pasivos del aludido impuesto municipal, tales como bancos, corporaciones de ahorro y vivienda, corporaciones financieras, entre otras, así mismo, el artículo 207 ibídem determinó los ingresos operacionales anuales que constituyen la base gravable, y el artículo 208 previo su tarifa, así:
"ARTICULO 208. Sobre la base gravable definida en el artículo anterior, las corporaciones de ahorro y vivienda pagarán el tres por mil (3 o/oo) anual y las demás entidades reguladas por el presente Código el cinco por mil (5 o/oo), sobre los ingresos operacionales anuales liquidados el 31 de diciembre del año inmediatamente anterior al del pago."
De otro lado, se hace necesario indicar que si bien el artículo 338 de la Constitución Política, facultó al Congreso, a las Asambleas Departamentales y los Concejos Municipales, a imponer contribuciones fiscales, indicando que en las leyes, las ordenanzas y los acuerdos se deben fijar los sujetos activos y pasivos, los hechos, las bases gravables y las tarifas de los impuestos, también lo es, que tal facultad es limitada, pues para que las entidades territoriales establezcan los elementos del tributo, se requiere en primer lugar, que el impuesto este creado o autorizado por la ley y segundo lugar que se ciña a los limites señalados en la misma.

Así lo ha manifestado el Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Cuarta, en sentencia del 9 de agosto de 2018, rad: 41001-23-31-000-2004-00408-01(22071), al indicar lo siguiente:
"la Sala ha mantenido una línea jurisprudencial construida a partir de la sentencia del 9 de julio de 2009, en la que ha señalado que los concejos municipales tienen plenas facultades para determinarlos elementos del tributo.
A su vez, ha precisado que la mencionada competencia no es ilimitada, en tanto la facultad creadora del tributo está atribuida al Congreso, pero a partir del establecimiento legal del impuesto, los entes territoriales, de conformidad con las pautas dadas por la ley, pueden establecer los elementos de la obligación tributaria cuando aquella no los hubiere fijado

directamente."

Igualmente se reiteró nuestro órgano de cierre -Sección Cuarta, sentencia del 30 de agosto de 2016, Radicadón:050012331000-20U-01339- 01 (20938), en los siguientes términos:
"la Sala advierte que la facultad impositiva de los municipios se restringe a lo dispuesto en la ley. Por ello, la entidad territorial, al momento de fijarla tarifa del impuesto de industria y comercio, debió señalar cuáles serían las actividades industriales, comerciales o de servicios gravados, así como respetar los límites definidos por los artículos 33 y 43 de la Ley14 de 1983.

(...)

De la norma y la jurisprudencia señaladas la Sala advierte que si bien el municipio demandado estaba facultado para gravar con el impuesto de industria y comercio las actividades que realizaran las personas jurídicas, naturales o sociedades de hecho en esa jurisdicción, en el caso concreto el legislador dispuso reglas específicas para fijar la base gravable y las tarifas de tal tributo, de las que se apartó el Municipio de Amalfi por lo que se concluye que el artículo 416 del Acuerdo 014 de 2007. violó el ordenamiento superior al cual deba sujetarse.”
De la normativa anterior y la jurisprudencia en cita, es válido advertiré que, existe una autonomía limitada para las entidades territoriales en materia tributaria, en el sentido de que debe existir un tributo creado o cuya creación sea autorizada por la ley, para que las entidades territoriales lo adopten y establezcan los elementos que no fueron definidos por la ley habilitante.

4. PRUEBAS APORTADAS, DECRETADAS Y PRACTICADAS: (fls 2-12)
-Certificado de existencia y representación de la ASOCIACIÓN BANCARIA YDE ENTIDADES FINANCIERAS DE COLOMBIA - ASOBANCARIA, expedido por la Cámara de Comercio de Bogotá.
5. SOLUCIÓN AL CASO CONCRETO
Solicita la demandante, mediante el presente medio de control, que se declare la nulidad parcial del Articulo 76 Acuerdo 12 del 4 de noviembre de 2017, expedido por el Concejo Municipal de Alejandría, el cual establece los códigos de actividad y tarifas de industria y comercio para régimen ordinario, argumentando que de conformidad con el ordenamiento jurídico el municipio de Alejandría fijo un tributo por fuera de los límites legales
Así las cosas, el análisis jurídico y probatorio que debe realizar el Despacho, se centra en determinar si, por incurrir en la violación de las normas citadas, o configurar las causales de nulidad invocadas en la demanda, hay lugar a declarar la nulidad del artículo 76 del Acuerdo No 12 del 04 noviembre de 2017, expedido por el Concejo Municipal de Alejandría, por medio del cual se expidió el “Estatuto Tributario, el procedimiento, el régimen sancionatorio, de fiscalización y cobro para el Municipio de Alejandría”; o si a contrario sensu, la actuación se encuentra conforme al ordenamiento jurídico, debiendo a su juicio denegarse las pretensiones de la demanda.
Ahora bien, en relación con el tramite probatorio en el proceso, esta judicatura analizará las pruebas relevantes, es así que es pertinente indicar que los documentos aportados no fueron desconocidos, ni mucho menos tachados de falsos, por el contrario, el Despacho observa que los medios probatorios aquí presentados han obrado a lo largo del proceso, sin que hayan sido objeto de tacha por parte de las partes, para quienes son claras y tienen conocimiento pleno de la prueba, por cuanto en sus escritos de defensa y alegatos, se hizo alusión a los mismos y tuvieron la oportunidad de contradecirla o usarla en su favor, fundamentada esta Agencia Judicial en los argumentos citados, se valorarán los documentos mencionados en el acervo probatorio conforme a los rigores legales vigentes en la materia.
Ahora bien, para darle solución al problema jurídico anteriormente planteado, el Despacho realizara las siguientes apreciaciones.
Sobre el impuesto de industria y comercio al sector financiero, el artículo 208 del Decreto Ley 1333 De 1986, “Por el cual se expide el Código de Régimen Municipal”, estableció lo siguiente:

“ARTICULO 208. Sobre la base gravable definida en el artículo anterior, las corporaciones de ahorro y vivienda pagarán el tres por mil (3 o/oo) anual y las demás entidades reguladas por el presente Código el cinco por mil (5 o/oo), sobre los ingresos operacionales anuales liquidados el 31 de diciembre del año inmediatamente anterior al del pago.”

A su vez el artículo 76 del Acuerdo No 12 del 04 de noviembre de 2017, expedido por el Concejo Municipal de Alejandría, por medio del cual se expide el Estatuto tributario, el procedimiento, el régimen sancionatorio, de fiscalización y cobro para el municipio de Alejandría, se establece:

“ARTICULO 76: códigos de actividad y tarifas de industria y comercio para régimen ordinario, (…) código 402 Demás actividades financieras 6 x mil…”
Así las cosas, tenemos entonces que  de acuerdo con el marco normativo y jurisprudencial,  nuestro ordenamiento jurídico reconoce la autonomía e independencia territorial como principio cardinal del Estado, lo cual implica que los entes territoriales gozan de autonomía para la realización de sus intereses, a través de herramientas como la organización de su estructura interna, la estructuración administrativa, el establecimiento y distribución de sus funciones y recursos para el apropiado desempeño de sus deberes legales y constitucionales; sin embargo dichas facultades deben desarrollarse dentro de los límites de la Constitución y la ley, es decir, aun reconociendo que constitucionalmente se les ha concedido a las entidades territoriales tales facultades, estas no son ilimitadas, pues su ejercicio debe circunscribirse a lo que la Ley señale.
Para el caso que nos ocupa, se puede colegir con suficiente claridad que el aparte demandado y contenido en el artículo 76 del Acuerdo No 12 del 04 de noviembre de 2017, en el cual se le asigna un código (402)  a la actividad y tarifas de industria y comercio para régimen ordinario, y se fija un monto para las  Demás actividades financieras estableciendo una tarifa del 6 x mil, se extralimita,  puesto que dicho Acuerdo excedió los limites previstos en la Ley, desbordado la competencia que ostentaba el concejo Municipal de Alejandría para establecer la tarifa como uno de los elementos que constituyen el citado tributo, por consiguiente, el despacho encuentra satisfechos los presupuestos normativos para decretar la nulidad parcial del aparte acusado “códigos de actividad y tarifas de industria y comercio para régimen ordinario, (…) código 402 Demás actividades financieras 6 x mil…”contenido en el artículo 76 del Acuerdo Municipal de Alejandría, No. 012 del 04 de noviembre 2017.
En conclusión, el Concejo Municipal no tenía competencia para expedir las normas acusadas, hecho que configura la causal de nulidad prevista en el artículo 137 del C.P.A.C.A. Así las cosas, el artículo 76 del Acuerdo No 012 de 2017, solo y únicamente lo comprendido en la actividad bajo el código 402 “demás actividades financieras 6 x mil” contenido en el artículo 76 del Acuerdo No. 037 de 2016 expedido por el Concejo Municipal de Alejandría, por las razones expresadas, deben retirarse del ordenamiento jurídico por desconocer las normas superiores en las que debían fundarse, en cuanto se subrogaron y se extralimitaron en competencias que no le correspondían, pues el  monto contenido en el mismo (Acuerdo No 12 del 04 de noviembre de 2017), es superior al monto fijado por la norma superior (Decreto ley 1333 de 1986), que determina que la base gravable de las corporaciones de ahorro y vivienda pagarán el tres por mil (3 o/oo) anual y las demás entidades reguladas por el presente Código el cinco por mil (5 o/oo).En ese orden, el Despacho debe conceder las pretensiones de la demanda y declarar la nulidad parcial del Acuerdo en mención.
Condena en Costas Señala el artículo 188 del CPACA que en la sentencia se dispondrá sobre la condena en costas, a menos que se trate de un asunto de interés público, por dicha razón y habida cuenta que la acción de nulidad simple tiene como fin la protección de los intereses y derechos colectivos a través de la defensa del ordenamiento jurídico colombiano, el Despacho se abstiene de condenar en costas en el presente.

En mérito de lo expuesto, EL JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
F A L L A:

PRIMERO: DECLARAR LA NULIDAD PARCIAL del artículo 76 del Acuerdo No 012 de 2017, solo y únicamente lo comprendido en la actividad bajo el código 402 “demás actividades financieras 6 x mil”, contenido en el artículo 76 del Acuerdo No. 037 de 2016 expedido por el Concejo Municipal de Alejandría, por los argumentos dados en la parte motiva de esta providencia.
SEGUNDO: NO CONDENAR EN COSTAS, por los motivos antes expuestos
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
OMAIRA ARBOLEDA RODRÍGUEZ
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